
 
 

 

 

 

 

TRIBUNAL ÚNICO 

Proceso selectivo para la provisión de 3 plazas de 

Administrativo de Admón. General (promoción 

interna). Resolución Presidencial de 25 de 

diciembre de 2021 (B.O.P. núm. 246, de 28 de 

Diciembre de 2021) 

FASE DE OPOSICIÓN 
ÚNICO EJERCICIO 

 

 

1) Según el artículo 32 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, si las circunstancias lo 

aconsejan y con ello no se perjudican derechos de terceros, la Administración 

salvo precepto en contrario podrá conceder una ampliación de los plazos 

establecidos: 

 

a) Que no exceda de una tercera parte de los mismos a petición de los interesados. 

b) Que no exceda de la quinta parte de los mismos. 

c) Que no exceda de la mitad de los mismos. 

d) No se puede conceder una ampliación de los plazos establecidos. 

 

2) Según el artículo 30.4 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, si el plazo se fija en 

meses o en años, éste concluirá. 

 

a) Al día siguiente en que se produjo la notificación, publicación o silencio administrativo 

en el mes o año de vencimiento. 

b) En el mismo día en que se produjo la notificación, publicación o silencio 

administrativo en el mes o años de vencimiento. 

c) A los treinta o trescientos sesenta y cinco días en que se produjo la notificación, 

publicación o silencio administrativo. 

d) Ninguna de las opciones es correcta. 

 

3) Según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 

de las Administraciones Públicas, si nadie se hiciera cargo de la notificación, se 

hará constar esta circunstancia en el expediente, junto con el día y la hora en que 

se intentó la notificación. Este intento se repetirá: 

 

a) Una sola vez en una hora distinta dentro de los cuatro días siguientes. 

b) Dos veces y en una hora distinta dentro de los tres días siguientes. 

c) Una sola vez y en una hora distinta dentro de los tres días siguientes. 

d) Dos veces y en una hora distinta dentro de los dos días siguientes. 

 

4) Según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común, 

la nulidad o anulabilidad de un acto administrativo: 

 

a) Implica siempre la de los sucesivos en el procedimiento aunque sean independientes 

del primero. 

b) Implica siempre la de los sucesivos en el procedimiento siempre que sean definitivos 

y no de trámite. 

c) Implica siempre la de los sucesivos en el procedimiento siempre que no sean 

definitivos ni de trámite. 

d) No implica la de los sucesivos en el procedimiento que sean independientes del 

primero. 



 

5) En relación con el inicio del procedimiento administrativo por denuncia: 

 

a) Se entiende iniciado de oficio. 

b) Debe existir una obligación legal previa, siempre. 

c) No es necesario la identificación del denunciante. 

d) Confiere la condición de interesado al denunciante. 

 

6) Según el artículo 74 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo Común de las Administraciones Públicas, las cuestiones 

incidentales que se susciten en el procedimiento: 

 

a) Suspenden en todo caso la tramitación del mismo. 

b) Sólo suspenderán la tramitación del mismo si se refiere a la nulidad de actuaciones. 

c) Sólo suspenderán la tramitación del mismo si se refiere a la anulabilidad de 

actuaciones. 

d) No suspenderán la tramitación del mismo, salvo la recusación. 

 

7) Según el artículo 117 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 

Administrativo común de las Administraciones Públicas, la interposición de 

cualquier recurso: 

 

a) Suspenderá la ejecución del acto impugnado, excepto en los casos en que una 

disposición establezca lo contrario. 

b) No suspenderá la ejecución del acto impugnado en ningún caso. 

c) Suspenderá la ejecución del acto impugnado hasta la resolución del recurso 

presentado. 

d) No suspenderá la ejecución del acto impugnado, excepto en los casos en que una 

disposición establezca lo contrario. 

 

8) Según el artículo 122 de la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo Común 

de las Administraciones Públicas, el plazo para la interposición del recurso de 

alzada será de: 

 

a) Quince días si el acto fuera expreso. 

b) Un mes si el acto fuera expreso. 

c) Veinte días si el acto fuera expreso. 

d) Tres meses si el acto fuera expreso. 

 

9) El artículo 24 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 

Público determina que los interesados podrán promover recusación en el 

procedimiento: 

 

a) En el plazo de un día. 

b) En el plazo de tres meses. 

c) En cualquier momento anterior al trámite de audiencia. 

d) En cualquier momento de la tramitación del procedimiento. 

 
  



10)  Según la Ley 40/2015, de 01 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 

cuando el cumplimiento de una obligación establecida por una norma con rango 

de Ley corresponda a varias personas conjuntamente, responderán de las 

infracciones que, en su caso, se cometan y de las sanciones que se impongan: 

 

a) De forma solidaria. 

b) De forma subsidiaria. 

c) De forma individual. 

d) De forma mancomunada. 

 

11)  Según la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 

corresponde al Ministro que presida la Conferencia Sectorial acordar la 

convocatoria de las reuniones por iniciativa propia, al menos una vez al año o 

cuando lo soliciten, al menos: 

 

a) La cuarta parte de sus miembros, debiendo incluir la propuesta de orden del día en 

la solicitud. 

b) La mitad de sus miembros, debiendo incluir la propuesta de orden del día en la 

solicitud. 

c) La tercera parte de sus miembros, debiendo incluir la propuesta de orden del día en 

la solicitud. 

d) La totalidad de sus miembros, debiendo incluir la propuesta de orden del día en la 

solicitud. 

 

12)  Respecto al deber de colaboración entre las Administraciones, según la Ley 

40/2015, de 1 de octubre, la negativa a prestar asistencia se comunicará 

motivadamente a: 

 

a) El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. 

b) La Administración solicitante. 

c) La Administración General del Estado. 

d) Ninguna es correcta. 

 

13)  Los elementos del Municipio son:  

 

a) Territorio, población y la organización. 
b) Ayuntamiento, población y organización. 
c) Personalidad jurídica y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines. 
d) Entidad local básica junto al Alcalde y Concejales. 

 
14)  Con respecto a la Junta de Gobierno Local, la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases 

de Régimen Local establece que solo existirá en municipios: 
 
a) Con población superior a 5.000 habitantes previo Dictamen del Consejo Consultivo 

de la Comunidad Autónoma. 
b) Con población superior a 5.000 habitantes. 

c) Con población superior a 15.000 habitantes. 
d) Siempre. 

 
 



 
15)  Cualquier alteración en los límites provinciales requerirá:  

 
a) Acuerdo de Pleno e inscripción en el Registro autonómico. 
b) Aprobación del Presidente de la Diputación. 
c) Ley autonómica. 
d) Ley orgánica. 

 
16)  Con respecto a los planes provinciales para el desarrollo de la cooperación que 

redacte la Diputación se requerirá:  
 
a) Participación de Mancomunidades. 
b) Participación de la Comunidad Autónoma. 
c) Publicación en el BOE. 
d) Todas son correctas. 

 
17)  Tienen la condición de entidad local territorial de la Administración Local 

Española:  
 
a) Municipio, provincia. 

b) Diputaciones Provinciales. 
c) Ayuntamientos. 
d) b) y c) son correctas. 

 
18)  Los órganos de gobierno y administración de cada Isla corresponden a: 

 
a) Será regulado por Ley orgánica. 
b) Será regulado por Ley de cada Isla. 
c) Concejos insulares. 

d) Cabildos y Consejos insulares. 
 

19)  El patrimonio de las Entidades locales estará constituido por:  
 
a) Conjunto de bienes, derechos y obligaciones que les pertenezcan. 
b) Conjunto de acciones, derechos y obligaciones que les pertenezcan. 
c) Conjunto de bienes, derechos y acciones que les pertenezcan. 

d) Ninguna de las anteriores es correcta. 
 

20)  Según el RD 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de 
Bienes de las Corporaciones Locales son bienes de servicio público:  

 
a) Obras públicas de aprovechamiento o utilización generales cuya conservación y 

policía sean de la competencia de la Entidad local. 
b) Plazas. 
c) Los destinados directamente al cumplimiento de fines públicos de responsabilidad 

de las Entidades locales. 

d) Puentes. 
 
 
 
 



 
21)  El Reglamento orgánico de la Diputación Provincial de Cáceres regula el 

funcionamiento de qué órgano colegiado:  
 
a) Régimen de personal eventual. 
b) Régimen del personal directivo profesional. 
c) La Junta de Portavoces. 
d) Régimen de empleados públicos. 

 
22)  En todo lo no previsto en el Reglamento orgánico de la Diputación Provincial de 

Cáceres se observará de manera supletoria qué normativa: 
 
a) Ley aprobada por la Diputación de Cáceres. 
b) Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 

de febrero de 2014. 
c) Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. 
d) Leyes Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 

Administrativo Común. 

 
23)  Será objeto del Organismo Autónomo de Recaudación y Gestión Tributaria de la 

Diputación Provincial de Cáceres la prestación de qué servicio:  
 
a) La recaudación de toda la clase de ingresos que le encomiende la Excma. Diputación 

Provincial de Cáceres. 
b) La formación y mantenimiento de los padrones municipales. 
c) La práctica de las liquidaciones de las nóminas de sus empleados públicos. 
d) Todas son correctas. 

 
24)  El Presidente del Organismo Autónomo de Recaudación y Gestión Tributaria de 

la Diputación Provincial de Cáceres podrá delegar la Presidencia en:  
 
a) El Consejo Rector. 
b) Exclusivamente en la Vicepresidencia. 
c) Un/a Diputado/a Provincial. 

d) La Gerencia. 
 

25)  Identifique todas las fases que comprende la gestión de los Presupuestos de 
Gastos de la Diputación de Cáceres y los Organismos Autónomos de ella 
dependientes, según se especifica en las bases de ejecución presupuestaria: 
 
a) Autorización del gasto, disposición o compromiso del gasto y ordenación del pago. 

b) Autorización del gasto, disposición o compromiso del gasto, reconocimiento y 

liquidación de la obligación y ordenación del pago. 
c) Autorización del gasto, reconocimiento y liquidación de la obligación y ordenación 

del pago. 

d) Disposición o compromiso del gasto, autorización del gasto y ordenación del pago. 

 

 

 

 



 

 

26)  Según la Base 22, de las Bases de ejecución presupuestaria de la Diputación de 

Cáceres, la autorización del gasto corresponde a: 

 
a) El centro gestor. 

b) El Diputado/a Delegado del Área de Economía y Hacienda. 

c) Al Director/a del Área solicitante. 

d) Al Pleno o a la Presidencia. 

 

27)  Para obtener la condición de beneficiario de una subvención, entre otras condi-

ciones será necesario estar al corriente de las obligaciones pecuniarias de cual-

quier clase con la Diputación Provincial o, en su caso, con los entes dependientes 

de la misma. Dicha obligación se realizará con relación a: 

 
a) La fecha de la publicación de la convocatoria en el supuesto de subvenciones en 

concurrencia competitiva. 
b) Antes de la aprobación de la subvención en caso de subvención directa. 

c) A fecha 31 de diciembre del año anterior a la convocatoria. 

d) a y b son correctas. 

 

28)  El procedimiento mediante el cual la concesión de las subvenciones se realiza 
mediante la comparación de las solicitudes presentadas, a fin de establecer una 
prelación entre las mismas de acuerdo con los criterios de valoración previamente 
fijados en las bases reguladoras y en la convocatoria, se denomina: 
 
a) Concesión directa. 
b) Convocatoria libre. 
c) Concurrencia competitiva. 
d) Concurso abierto. 

 
29)  Para el acceso a los cuerpos o escalas del Grupo B se exigirá estar en 

posesión del título: 
 
a) De bachiller o equivalente. 

b) De Técnico Superior. 

c) Diplomado Universitario. 

d) Título de Graduado en Educación Secundaria Obligatoria. 

 

30)  Según el artículo 82 del Real Decreto Legislativo 5/2015, el traslado por razón de 

violencia de género tendrá la consideración de: 

a) Preferente. 

b) Traslado forzoso. 

c) Comisión de servicio. 

d) Traslado voluntario. 

 

 



 

31)  La condición de personal funcionario de carrera de las Administraciones públicas 

de Extremadura se adquiere por el cumplimiento sucesivo de los siguientes re-

quisitos: 

 
a) Superación del proceso selectivo, nombramiento por el órgano o autoridad compe-

tente y toma de posesión. 

b) Superación del proceso selectivo, nombramiento por el órgano o autoridad compe-

tente, acto de acatamiento de la Constitución española, del Estatuto de Autonomía 

de Extremadura y del resto del ordenamiento jurídico y toma de posesión. 

c) Superación del proceso selectivo, acto de acatamiento de la Constitución española, 

del Estatuto de Autonomía de Extremadura y del resto del ordenamiento jurídico, 

toma de posesión y nombramiento por el órgano o autoridad competente. 

d) Superación del proceso selectivo, toma de posesión, acto de acatamiento de la 

Constitución española, del Estatuto de Autonomía de Extremadura y del resto del 

ordenamiento jurídico y nombramiento por el órgano o autoridad competente. 

 
32)  Según la Ley 13/2015, de Función Pública de Extremadura, en cada oferta de em-

pleo público se reservará para procesos de promoción interna un número de pla-
zas no inferior al: 
 
a) 12 % del total de las vacantes que constituyen dicha oferta. 

b) 10 % del total de las vacantes que constituyen dicha oferta. 

c) 15 % del total de las vacantes que constituyen dicha oferta. 

d) 20 % del total de las vacantes que constituyen dicha oferta. 

 

33)  Salvo las excepciones que se prevén en el Convenio colectivo de la Diputación 

de Cáceres, el tiempo máximo de habilitación para trabajos de superior categoría 

será de: 

a) 4 meses continuados o 6 discontinuos en un año. 
b) 4 meses continuados o 12 discontinuos en un año. 
c) 6 meses continuados o 12 discontinuos en un año. 
d) No hay límite si se realiza por necesidades de servicio. 

 
34)  Según el Acuerdo/Convenio Colectivo de la Diputación de Cáceres, se consideran 

retribuciones básicas: 
 
a) El sueldo, los trienios y las pagas extraordinarias. 
b) El sueldo, los trienios, el complemento de carrera profesional y las pagas extraordi-

narias. 
c) El sueldo, los trienios, el complemento de destino, el complemento de carrera profe-

sional y las pagas extraordinarias. 
d) El sueldo, los trienios, el complemento de destino, el complemento específico, el 

complemento de carrera profesional y las pagas extraordinarias. 
 
 
 



 
 

35)  Conforme establece la Constitución Española de 1978 en su art. 81, son Leyes 
Orgánicas las relativas: 
 
a) Las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades públicas. 
b) Las que aprueben los Estatutos de Autonomía. 
c) Las que aprueba el régimen electoral general. 
d) Todas son correctas. 

 
36)  El art. 86 de la Constitución Española de 1978 recoge que, en caso de 

extraordinaria y urgente necesidad, el Gobierno podrá dictar disposiciones 
legislativas provisionales que tomarán la forma de: 
 
a) Ley Orgánica. 
b) Decreto Legislativo. 
c) Decreto Ley. 
d) Ley de bases. 

 
37)  La Ley 39/2015 en su art. 65 establece que el acuerdo de iniciación de oficio del 

procedimiento se notificará a los particulares presuntamente lesionados, 
concediéndoles un plazo para que aporten cuantas alegaciones, documentos o 
información estimen conveniente a su derecho y propongan cuantas pruebas 
sean pertinentes para el reconocimiento del mismo, en un plazo de: 
 
a) 15 días. 
b) 10 días. 
c) 5 días. 
d) 20 días. 

 
38)  Según establece el art. 66 de la Ley 39/2015, las solicitudes de inicio que formulen 

los interesados deberán contener, entre otros: 
 
a) Nombre y apellidos del interesado y, en su caso, de la persona que lo represente. 
b) Lugar y fecha. 
c) Órgano, centro o unidad administrativa a la que se dirige y su correspondiente código 

de identificación.  
d) Todas son correctas 

 
39)  La Ley 39/2015 en su art. 65, respecto de la responsabilidad de las 

Administraciones Públicas, establece que el acuerdo de iniciación de oficio del 
procedimiento se notificará a los particulares presuntamente lesionados, 
concediéndoles un plazo para que aporten cuantas alegaciones, documentos o 
información estimen conveniente a su derecho y propongan cuantas pruebas 
sean pertinentes para el reconocimiento del mismo, en un plazo de: 
 
a) 15 días. 
b) 10 días. 
c) 5 días. 
d) 20 días. 

 



 
40)  Según recoge el art. 32 de la Ley 40/2015, relativo a los principios de 

responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas, el daño alegado 
habrá de ser, en todo caso: 
 
a) Efectivo, evaluable económicamente e individualizado con relación a una persona o 

grupo de personas. 
b) Real, indemnizable y valorable. 
c) Basta con que sea efectivo e individualizado. 
d) Valorable moralmente y real. 

 
41)  El art. 7 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de protección de Datos 

Personales y garantía de los derechos digitales establece que el tratamiento de 
los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su 
consentimiento cuando sea mayor de: 
 
a) 12 años. 
b) 13 años. 
c) 14 años.  
d) 15 años. 

 
42)  La Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos personales y 

garantía de los derechos digitales recoge en su Capítulo II, entre otros, los 
siguientes derechos: 
 
a) Derecho de oposición. 
b) Derecho de supresión. 
c) Derecho a la limitación del tratamiento. 
d) Todas son correctas. 

 
43)  Según se recoge en el art. 3 del Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales, 

constituyen ingresos de derecho privado de las entidades locales: 
 
a) Los rendimientos o productos de cualquier naturaleza derivados de su patrimonio. 
b) Las adquisiciones a título de herencia, legado o donación. 
c) Los que procedan, por cualquier concepto, de los bienes de dominio público local. 
d) a y b son correctas. 

 
44)  El art. 20.3 del Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales recoge que las 

entidades locales podrán establecer tasas por cualquier supuesto de utilización 
privativa o aprovechamiento especial del dominio público local, y en particular 
por: 
 
a) Sacas de arena y de otros materiales de construcción en terrenos de dominio público 

local. 
b) Balnearios y otros disfrutes de aguas que consistan en el uso común de las públicas. 
c) Vertido y desagüe de canalones y otras instalaciones análogas en terrenos de uso 

privado local. 
d) Ocupación del subsuelo de terrenos de uso privado local. 

 
 



 
45)  Según el art. 132.2 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que 

se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales, las Diputaciones 
Provinciales seguirán editando y publicando el “Boletín Oficial” de la provincia, 
pudiendo a tal efecto establecer y exigir tasas y precios por: 
 
a) La inserción de anuncios y edictos, y las suscripción y venta de ejemplares. 
b) Por la publicación de anuncios privados.  
c) Por su distribución en los domicilios. 
d) Por la venta a particulares. 

 
46)  Según el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el 

Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales, en su art. 156.1, relativo a los 
recursos de las entidades de ámbito territorial inferior al municipio, establece que: 
 
a) Las entidades locales de ámbito territorial inferior al municipio no podrán tener im-

puestos propios ni participación en los tributos del Estado. 
b) Las entidades locales de ámbito territorial superior al municipio no podrán tener im-

puestos propios ni participación en los tributos del Estado. 
c) Las entidades locales de ámbito territorial inferior al municipio podrán tener 

impuestos propios y participación en los tributos del Estado. 
d) Las entidades locales de ámbito territorial superior al municipio podrán tener 

impuestos propios y participación en los tributos del Estado. 
 

47)  Según el art. 194.1 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que 
se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales, las Diputaciones 
Provinciales, constituyen la tesorería de las entidades locales todos los recursos 
financieros, sean: 
 
a) Dinero.  
b) Valores.  
c) Créditos. 
d) Todas son correctas. 

 
48)  El Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto 

Refundido de la Ley de Haciendas Locales, en su art. 196.1, recoge que son 
funciones encomendadas a la tesorería de las entidades locales: 
 
a) Recaudar los derechos y pagar las obligaciones. 
b) Responder de los avales contraídos. 
c) Distribuir en el tiempo las disponibilidades dinerarias para la puntual satisfacción de 

las obligaciones.  
d) Todas son correctas. 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
49)  De acuerdo con lo establecido en el art. 35 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 

de Contratos del Sector Público, ¿cuál de las siguientes menciones no forma parte 
del contenido mínimo del contrato? 

 
a) La referencia al sometimiento a la normativa de la Unión Europea en materia de 

protección de datos. 
b) Las consideraciones sociales, ambientales y de innovación en la definición del objeto. 
c) La extensión objetiva y temporal del deber de confidencialidad que, en su caso, se 

imponga al contratista. 
d) La jurisdicción competente en caso de conflicto. 

 
50)  Respecto al recurso especial en materia de contratación, regulado en la Ley 

9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público (arts 44 a 60) 
 

a) Cuando se trate de un contrato basado en un acuerdo marco la interposición del 
recurso suspende la tramitación del procedimiento. 

b) Se interpondrá en el plazo de diez días hábiles desde la notificación de la adjudica-
ción. 

c) Las medidas cautelares podrán acordarse por el órgano competente en cualquier 
fase del procedimiento. 

d) La ejecución de la resolución del recurso quedará supeditada a la interposición de 
recurso contencioso-administrativo. 
 

51)  Respecto a las uniones de empresarios reguladas en el art. 69 de la Ley 9/2017, 
de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público 

 
a) En el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público po-

drá anotarse que un empresario está interesado en formar una UTE, si así lo solicita. 
b) Será necesaria la formalización en escritura pública de las uniones temporales de 

empresarios para concurrir a la licitación. 
c) Cuando, una vez formalizado el contrato, alguna de las empresas integrantes de la 

UTE fuese declarada en concurso de acreedores no podrá continuarse la ejecución 
del contrato, aunque las restantes empresas cumpliesen los requisitos de 
clasificación o solvencia exigidos. 

d) Cuando, antes de la formalización del contrato, alguna de las empresas integrantes 
de la UTE quedase incursa en prohibición de contratar, el resto de empresas podrá 
continuar con el procedimiento de adjudicación, si mantienen la solvencia o 
clasificación exigidos. 
 

52)  Respecto al responsable del contrato, regulado en el art. 62 de la Ley 9/2017, de 
8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, ¿cuál de las siguientes 
afirmaciones es correcta? 

 
a) Podría ser una persona no vinculada a la entidad contratante. 
b) En los contratos de obras sus facultades serán ejercidas por el Director de la Obra. 
c) Entre sus funciones le corresponde la representación de la empresa ante la Admi-

nistración. 
d) Es la persona encargada del seguimiento y ejecución ordinaria del contrato y figura 

en los pliegos. 
 



53)  ¿Cuál de las siguientes afirmaciones respecto al objeto del contrato, regulado en 
el art. 99 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, no 
es correcta? 

 
a) El objeto del contrato puede no estar cerrado a una solución única. 
b) Si se presentan ofertas integradoras en los contratos adjudicados por lotes, cada lote 

constituirá un contrato. 
c) El órgano de contratación podrá no dividir en lotes el objeto del contrato cuando 

existan motivos válidos, que deberán justificarse debidamente en el expediente, 
salvo en los contratos de concesión de obras. 

d) Cuando se divida en lotes el objeto del contrato el órgano de contratación podrá 
limitar el número de lotes que pueden adjudicarse a cada licitador. 
 

54)  En el procedimiento abierto, regulado en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, cuando el único criterio para seleccionar al 
adjudicatario del contrato sea el del precio (art. 158), la adjudicación deberá recaer 
en el plazo máximo de: 

 
a) quince días a contar desde el siguiente al de apertura de las proposiciones. 
b) diez días a contar desde el siguiente al de apertura de las proposiciones. 
c) cinco días a contar desde el siguiente al de apertura de las proposiciones. 
d) veinte días a contar desde el siguiente al de apertura de las proposiciones. 

 
55)  En la subasta electrónica regulada en el art. 143 de la Ley 9/2017, de 8 de 

noviembre, de Contratos del Sector Público 
 

a) Entre la fecha de envío de las invitaciones y el comienzo de la subasta electrónica 
habrán de transcurrir, al menos, tres días hábiles. 

b) No se adjudicarán mediante subasta electrónica los contratos cuyo objeto tenga 
relación con la calidad sanitaria. 

c) Antes de proceder a la subasta electrónica, el órgano de contratación efectuará una 
primera evaluación completa de las ofertas de conformidad con los criterios de adju-
dicación y, a continuación, invitará sucesivamente, por medios electrónicos, a todos 
los licitadores que hayan presentado ofertas admisibles a que participen en la 
subasta electrónica. 

d) La subasta electrónica se basará en los precios y en nuevos valores de los elemen-
tos objetivos de la oferta que sean cuantificables y susceptibles de ser expresados 
en cifras o en porcentajes, cuando el contrato se adjudique basándose en varios 
criterios de adjudicación. 
 

56)  De acuerdo con lo dispuesto en el art. 326 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 
de Contratos del Sector Público, en las mesas de contratación ¿puede formar 
parte de ellas personal funcionario interino? 

 
a) No. 
b) Sí, en cualquier caso, tras la última modificación del TREBEP. 
c) Solo si no existen funcionarios de carrera suficientemente cualificados y así se acre-

dite en el expediente. 
d) Sí, pero solo en calidad de vocal. 

 
 



 
57)  Las penalidades que se pueden prever para el caso de incumplimiento parcial o 

cumplimiento defectuoso en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público deberán ser proporcionales a la gravedad del incumplimiento y las 
cuantías de cada una de ellas no podrán ser superiores: (art. 192) 

 
a) al 15 por ciento del precio del contrato, IVA excluido, ni el total de las mismas superar 

el 50 por cien del precio del contrato. 
b) al 10 por ciento del precio del contrato, IVA excluido, ni el total de las mismas superar 

el 30 por cien del precio del contrato. 
c) al 15 por ciento del precio del contrato, IVA incluido, ni el total de las mismas superar 

el 50 por cien del precio del contrato. 
d) al 10 por ciento del precio del contrato, IVA excluido, ni el total de las mismas superar 

el 50 por cien del precio del contrato. 
 

58)  En la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, acordada 
la suspensión del contrato, la Administración abonará al contratista los daños y 
perjuicios efectivamente sufridos y acreditados (art. 208). Señala la afirmación 
incorrecta: 

 
a) Se incluirán los gastos por mantenimiento de la garantía definitiva. 
b) El derecho a reclamar prescribe a los dos años contados desde que el contratista 

reciba la orden de reanudar la ejecución del contrato. 
c) Deberán indemnizarse los gastos salariales del personal que necesariamente deba 

quedar adscrito al contrato durante el período de suspensión. 
d) Se entenderá que la fecha de inicio de la suspensión es la que señale el contratista 

en su solicitud de extensión del acta, si la Administración no responde a dicha 
solicitud y salvo prueba en contrario. 
 

59)  De las siguientes normas específicas de contratación pública en las Entidades 
Locales, reguladas en la D.A. Tercera de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público, señala la respuesta incorrecta: 

 
a) En los contratos que tengan por objeto la adquisición de bienes inmuebles, el importe 

de la adquisición podrá ser objeto de un aplazamiento de hasta dos años, con suje-
ción a los trámites previstos en la normativa reguladora de las Haciendas Locales 
para los compromisos de gastos futuros. 

b) Los informes que la Ley asigna a los servicios jurídicos se evacuarán por el Secre-
tario. 

c) Los Municipios de población inferior a 20.000 habitantes podrán licitar contratos no 
sujetos a regulación armonizada de concesión de servicios que se refieran a la 
gestión de dos o más servicios públicos diferentes siempre y cuando la anualidad 
media del contrato no supere los 200.000 euros, y el órgano de contratación justifique 
en el expediente de contratación esta decisión en base a la necesidad objetiva de 
proceder a la gestión unificada de dichos servicios. 

d) En los contratos celebrados en los municipios de menos de 5.000 habitantes, la 
aprobación del gasto podrá ser sustituida por una certificación de existencia de 
crédito que se expedirá por el Secretario Interventor o, en su caso, por el Interventor 
de la Corporación. 

 
 



 
60)  Según la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, el 

órgano colegiado encargado de velar por la correcta aplicación de la legislación 
y, en particular, promover la concurrencia y combatir las ilegalidades en relación 
con la contratación pública es: 

 
a) El Tribunal de Cuentas. 
b) La Oficina Nacional de Evaluación. 
c) La Oficina Independiente de Regulación y Supervisión de la Contratación. 
d) El Comité de Cooperación en materia de contratación pública. 

 
 

PREGUNTAS DE RESERVA 
 
 

61)  Según el Acuerdo/Convenio Colectivo de la Diputación de Cáceres, los puestos 
de trabajo se clasificarán en niveles, respetando una serie de intervalos, indique 
cuál de los siguientes es correcto: 
 
a) Subgrupo A1 25 al 30 (ambos inclusive). 
b) Subgrupo A2 21 al 28 (ambos inclusive). 
c) Subgrupo C1 18 al 25 (ambos inclusive). 
d) Subgrupo C2 14 al 21 (ambos inclusive). 

 
62)  De acuerdo con la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del Sector Público, señale la 

afirmación correcta respecto a la delegación de competencias. 

 

a) Implica la alteración de la titularidad de la competencia. 
b) No es necesaria su publicación en el BOE para su validez. 
c) No podrán ser objeto de delegación las competencias relativas a la adopción de dis-

posiciones de carácter general. 
d) La delegación no podrá ser revocada por el órgano que la haya conferido hasta des-

pués de adoptada la resolución administrativa. 
 

63)  Por cuál de las siguientes causas se pierde la condición de Diputado Provincial:  

 

a) Empadronarse en otro municipio. 
b) Resolución motivada del Presidente de la Diputación. 
c) Acuerdo del Pleno motivado. 
d) Incompatibilidad. 

 
64)  En caso de enajenación de un edificio de índole histórica el RD 1372/1986, de 13 

de junio establece que será necesario:  
 
a) Acuerdo por el Ayuntamiento Pleno con el voto favorable de la mayoría del número 

legal de miembros de la Corporación. 
b) Informe previo del órgano estatal o autonómico competente de acuerdo con la legis-

lación sobre patrimonio histórico y artístico. 
c) Acuerdo por el Ayuntamiento Pleno con el voto favorable de la mayoría absoluta del 

número legal de miembros de la Corporación. 
d) Dictamen preceptivo del Consejo de Cuentas de la Comunidad Autónoma. 



 
 

65)  El art. 134.2 del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley de Haciendas Locales, las Diputaciones 
Provinciales, las Diputaciones Provinciales podrán establecer un recargo sobre el 
impuesto sobre actividades económicas que consistirá en un porcentaje único 
que recaerá sobre las cuotas municipales modificadas por la aplicación del 
coeficiente de ponderación que no podrá ser superior al: 
 
a) 20%.  
b) 30%.  
c) 40%.  
d) 50%.  

 
66)  En el contrato de concesión de servicios de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 

Contratos del Sector Público: 
 

a) En caso de extinción del contrato por cumplimiento del mismo, el contratista deberá 
seguir prestando el servicio hasta que se formalice el nuevo contrato. 

b) Es causa de resolución la demora superior a nueve meses por parte de la Adminis-
tración en la entrega al concesionario de la contraprestación o de los medios auxilia-
res a que se obligó según el contrato. 

c) Pueden ser objeto de hipoteca en cualquier caso. 
d) En lo no previsto en la regulación del contrato de concesión de servicios le será de 

aplicación la regulación establecida en la propia ley 9/2017 respecto al contrato de 
servicios. 

 








